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1. LA VALORACIÓN DE LAS EXPECTATIVAS EN LA PRIMERA 
LEGISLACIÓN URBANÍSTICA

La historia de nuestro derecho urbanístico, desde la primigenia Ley so-
bre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 12 de mayo de 1956 (en 
adelante LS1956), se ha venido caracterizando por un esfuerzo del legisla-
dor por minimizar el impacto de las denominadas expectativas urbanísticas 
en la valoración del suelo, especialmente en aquellos casos en que dicha 
valoración se efectúa con finalidades expropiatorias1. A los efectos de las 
presentes reflexiones, entendemos por expectativas urbanísticas aquellas 
previsiones derivadas del planeamiento urbanístico que confieren, implí-
citamente o expresamente, un potencial aprovechamiento urbanístico a 
determinados terrenos. Evidentemente, dicho potencial aprovechamiento 
se inscribe en la categoría de meras expectativas en la medida en que no 
se haya producido su materialización efectiva, mediante la ejecución de las 
previsiones del planeamiento urbanístico

Como podremos observar, este esfuerzo ha tenido un relativo éxito y los 
tribunales han venido aceptando con mucha frecuencia las expectativas 
urbanísticas en la valoración del suelo, en claro contraste con la concep-

1	 Sobre la evolución histórica del régimen legal de las valoraciones urbanísticas, vid. 
por todos, a Fernández Torres, J.R. Estudio integral de las expropiaciones urbanísticas. 
Thomson-Aranzadi. Segunda edición, Navarra 2007
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ción del aprovechamiento urbanístico como un plus “artificial” al conteni-
do esencial del derecho de propiedad que, con la excepción de aquellos 
suelos ya transformados e integrados en la trama urbana, no comporta, 
per se, una capacidad intrínseca de utilización urbanística de la propiedad 
inmobiliaria.

Este es, sin duda, el paradigma esencial de la legislación urbanística de 
1956, que se vio confirmado y reforzado con la reforma de dicha legislación 
derivada de la Ley 19/1975, de 2 de mayo, que daría lugar al texto refun-
dido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana aprobado 
por el Real Decreto 1346/1976 de 9 de abril (en adelante LS76). Convie-
ne señalar, en este sentido, que la LS76 desvinculó por primera vez con 
toda claridad la categoría del suelo no urbanizable (antes suelo rústico) 
de cualquier tipo de utilización urbanística, dando así un salto cualitativo 
respecto a las previsiones de la ley de 1956, que tímidamente reconoció un 
mínimum edificatorio también a la categoría de suelo rústico, establecido 
en un coeficiente de 0,5 metros cúbicos por metro cuadrado.

La referida LS56 afrontó directamente la regulación de las valoraciones 
del suelo con la voluntad de establecer un sistema objetivo, vinculado a las 
previsiones establecidas por el planeamiento urbanístico y que no debía 
coincidir necesariamente con los valores de mercado de los bienes inmue-
bles, a diferencia de lo que podía suceder en las expropiaciones ordinarias, 
esto es, aquellas que no tuvieren por objeto la ejecución de un plan urba-
nístico, en las que prevalecía la libertad de criterios estimativos prevista en 
el artículo 43.1 de la Ley de 16 de diciembre de 1954 sobre Expropiación 
Forzosa2

No obstante, y pese a la referida voluntad de la LS56 de establecer un 
sistema de valoración objetivo, la consolidación de un sistema de valora-
ción de las expectativas urbanísticas seguramente es en gran parte impu-
table, al menos en sus inicios, a la propia Ley de 1956 que, en su artículo 
85, estableció cuatro modalidades de valoración, presuntamente objetivas, 

2	 Artículo 43.1 LEF: No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, tanto el propietario 
como la Administración podrán llevar a cabo la tasación aplicando los criterios estimativos 
que juzguen más adecuados, si la evaluación practicada por las normas que en aquellos 
artículos se fijan no resultare, a su juicio, conforme con el valor real de los bienes y derechos 
objeto de la expropiación, por ser éste superior o inferir a aquélla. El Jurado provincial de 
expropiación también podrá hacer aplicación de este artículo cuando considere que el precio 
obtenido con sujeción a las reglas de los anteriores resulte notoriamente inferior o superior al 
valor real de los bienes, haciendo uso de los criterios estimativos que juzgue más adecuados.
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a saber: valor inicial, valor expectante, valor urbanístico y valor comercial. 
Mientras los valores urbanístico y comercial aparecían claramente vincu-
lados a situaciones urbanísticas al menos relativamente consolidadas3, los 
valores inicial y expectante estaban referidos, el primero a los “suelos rústi-
cos que (…) no ofrecieren expectativas apreciables de aprovechamiento o utilización 
urbanística”(artículo 90), estableciéndose que debían tasarse conforme al 
valor expectante no sólo los terrenos clasificados como de reserva urbana 
(equivalente al suelo urbanizable en la terminología usada a partir de la re-
forma de 1975) sino también los terrenos rústicos que ofrecieren perspectivas 
apreciables de aprovechamiento o utilización urbanística (artículo 91.a).

Si a tan amplios criterios de aplicabilidad se añade que, conforme al ar-
tículo 87 de la misma Ley de 1956, en el valor expectante debían incluirse 
las plusvalías urbanísticas eventualmente materializables en un plazo de 15 
años, pese a no corresponderse con ninguna previsión expresa del planea-
miento, no es de extrañar que, en dicho marco legal, se consolidase lo que 
puede considerarse una de las mayores paradojas de nuestro derecho ur-
banístico, consistente en que, pese a no disponer los propietarios del suelo 
de una facultad de aprovechamiento urbanístico inherente a dicho dere-
cho de propiedad, ello no impedía, ni mucho menos, que esta inexistente 
facultad, ni tan solo susceptible de ser considerada una mera expectativa, 
fuera generosamente tenida en cuenta por los tribunales al establecer el 
valor de los predios en los procedimientos expropiatorios.

3	 En este sentido, el artículo 92 LS 1956 circunscribió la aplicación del valor urba-
nístico a los siguientes supuestos:

	 Se tasarán con arreglo al valor urbanístico los terrenos no comprendidos en los supuestos del 
artículo siguiente y que se encontraren en alguna de las situaciones que a continuación se 
enumeran:

	 a) Terrenos urbanos, sin urbanizar, con posibilidades de utilización determinadas en el 
planeamiento parcial.

	 b) Terrenos urbanos, urbanizados por el Municipio o con aprobación municipal;
	 c) Terrenos sin urbanizar, pero edificados, respecto de los cuales, si no se ajustaron a la orde-

nación, se considerará como volumen máximo edificable el de lo ya construido;
	 d) Parcelas procedentes de parcelaciones verificadas sin aprobación municipal que fueren 

incorporadas a la ordenación;
	 e) Parcelas procedentes de planes o parcelaciones con aprobación municipal que, por modifi-

caciones posteriores, quedaren fuera de ordenación, durante un plazo de diez años, a contar 
desde la fecha en que resultaren así calificadas; y

	 f) Terrenos sin urbanizar que durante cinco años con anterioridad a la vigencia de esta Ley 
hubieran sido objeto de imposición por cualquier arbitrio sobre solares.
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Cabe destacar la contradicción implícita que este reconocimiento va-
lorativo de las expectativas urbanísticas suponía respecto a lo establecido 
en el artículo 36 de la Ley de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación 
Forzosa (en adelante LEF), que impedía que se pudieran tener en cuenta, 
en las tasaciones a efectos expropiatorios, “las plusvalías que sean consecuen-
cia directa del plano o proyecto de obras que dan lugar a la expropiación y las pre-
visibles para el futuro”. Parece claro que, al menos en aquellos casos en que 
la expropiación trajera causa de la ejecución de un plan urbanístico, se 
producía una contradicción frontal con la referida previsión legal, aunque 
la misma no era de directa aplicación en virtud del régimen específico va-
lorativo propio de los bienes inmuebles en las expropiaciones urbanísticas, 
sujeto expresamente a las previsiones de la legislación sobre régimen del 
suelo, a diferencia de las expropiaciones ordinarias, para las que sí era de 
aplicación el régimen general de la LEF.

2. LAS EXPECTATIVAS EN LA LEGISLACIÓN DE 1976

La ya citada reforma de la Ley del suelo operada en 1975, que dio lugar 
al texto refundido de 1976, intentó poner un cierto coto a la referida diná-
mica expansiva en la valoración de las expectativas urbanísticas mediante 
una reformulación del sistema de valoraciones, suprimiendo las categorías 
de valor expectante y comercial y reconduciéndolo a las únicas categorías 
de valor inicial y valor urbanístico. Junto a ello, quedó claramente estable-
cido que el valor urbanístico era exclusivamente de aplicación a los suelos 
clasificados como suelo urbanizable (programado o no programado) y ur-
bano, quedando sujeto el suelo no urbanizable a su valoración conforme 
a los criterios propios del valor inicial, referidos bien al rendimiento bruto 
que les correspondiera por su explotación rústica, bien a su valor medio en 
venta a efectos de su explotación agrícola.

Se pretendía, con ello, circunscribir la valoración de las expectativas 
urbanísticas exclusivamente a aquellos suelos que hubieran recibido un 
reconocimiento ad hoc por parte del planeamiento urbanístico mediante 
su clasificación como suelo urbanizable, excluyendo así de dicha valora-
ción al suelo clasificado como suelo no urbanizable, en el que, por tanto, 
ningún tipo de facultad urbanística venía a reconocer el régimen de valo-
raciones. Dicho objetivo se logró solo en parte, ya que los pronunciamien-
tos jurisprudenciales siguieron haciendo una utilización generalizada de la 
libertad estimativa conferida por el artículo 43.1 de la Ley de expropiación 
forzosa, especialmente en aquellos supuestos en que no se tratare de una 
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expropiación que trajera causa de una actuación urbanística, lo que a su 
vez se tradujo en un significativo reconocimiento de expectativas urbanís-
ticas en fincas clasificadas como suelo no urbanizable4. En este sentido, es 
evidente que resultaba en suma artificiosa y para nada justificada la distin-
ción entre las distintas modalidades de expropiación a los efectos valorati-
vos, no habiéndose suprimido de forma expresa dicha distinción hasta la 
Ley 8/1990, de la que nos ocuparemos más adelante.

De todos modos, pese al avance que supuso esta regulación, la misma 
no daba solución a uno de los problemas recurrentes del sistema de valora-
ciones, cual es la facilidad con que las valoraciones expropiatorias incorpo-
raban las meras expectativas derivadas de una decisión del planificador, sin 
ninguna aportación positiva por parte de sus titulares, lo que contrastaba 
vivamente con la facilidad con que pueden producirse cambios en el régi-
men del suelo, mediante el ejercicio del ius variandi inherente a la potestad 
de planeamiento, y las dificultades para que dichos cambios comporten el 
reconocimiento de derechos indemnizatorios a favor de los propietarios 
por la pérdida de sus expectativas urbanísticas.

En otras palabras, mientras resultaba extremadamente sencillo y confor-
me a la previsión legal que se obtuviesen cuantiosas indemnizaciones por 
las meras expectativas urbanísticas perdidas en virtud de un acto expropia-
torio, resultaba extremadamente complejo que dicha pérdida recibiera la 
más mínima compensación cuando la misma venía derivada de un cambio 
de planeamiento, incluso en aquellos casos, no del todo infrecuentes, en 
que se habían comprometido importes económicos significativos en la ad-
quisición de las fincas5. 

4	 Entre muchas otras, puede citarse la sentencia del Tribunal Supremo de 12 de 
junio de 1984, en la que se establece: la parcela es rústica, pero dada su situación, que 
está plenamente acreditada, dentro de la zona del polígono industrial de Huelva, lindante 
con otras fincas en las que se han instalado edificios con destino industrial, y se han segre-
gado de la finca matriz a la que también pertenece la parcela ahora expropiada, otras con 
esos destinos industriales, produce una sobrevaloración del suelo sobre el que tendría en su 
destino exclusivamente agrícola; por eso la pretensión de la Administración expropiante de 
que se valore única y exclusivamente por ese destino, que no es el que en el momento de la 
expropiación tenía, ha de ser rechazada, porque en la fijación del justiprecio han de tenerse 
en cuenta todas las características y posibilidades de los bienes expropiados, según el art. 43 
de la Ley de Expropiación Forzosa aquí aplicado.

5	 Vid. al respecto, a Baño León J.M: en Derecho Urbanístico Común. Iustel, Madrid 
2009, páginas 432 y siguientes. Hay que referirse también a la obra de Parejo Al-
fonso, L, seminal en esta materia, Régimen urbanístico de la propiedad y respon-
sabilidad patrimonial de la administración, I.E.A.L. Madrid, 1982 
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3. LOS CRITERIOS VALORATIVOS EN LA LEGISLACIÓN DE LOS 
AÑOS 90

3.1.	 La reforma de 1990-92

En las sucesivas reformas legislativas en materia de valoraciones, la cues-
tión que nos ocupa ha tenido una presencia constante, en el intento de 
disminuir, al menos, el impacto económico de las expectativas en los crite-
rios de valoración. Así, la Ley 8/1990, de 25 de julio, y su correlativo texto 
refundido, aprobado por el RDL 1/1992, de 26 de junio (en adelante, 
TR1992), dieron un salto cualitativo en la cuestión. En primer lugar, suje-
tando a su tasación por el valor inicial el suelo urbanizable no programado, 
previa especificación de que en dicho valor inicial no cabía consideración 
alguna a su posible utilización urbanística.

En cuanto al suelo urbanizable programado, se establecieron diversos 
niveles de valoración en función del grado de adquisición de facultades ur-
banísticas por parte de sus propietarios. Así, aquel suelo urbanizable que no 
contare con el correspondiente planeamiento de desarrollo, debía tasarse 
agregando a su valor inicial un importe equivalente al 25% de su coste de 
urbanización (artículo 48.2 TR1992), elevándose dicho porcentaje hasta el 
50% del coste estimado de su urbanización cuando sus propietarios hubie-
ran adquirido el derecho a urbanizar (artículo 48.3 TR1992). Finalmente, 
los suelos urbanizables respecto de los que se hubiera completado su orde-
nación urbanística debían valorarse conforme a su valor urbanístico.

A la vista de dicha regulación, es evidente la voluntad del legislador de 
1990-92 de limitar significativamente el alcance de la valoración de las ex-
pectativas urbanísticas, circunscribiéndolas a un determinado porcentaje 
del coste estimado de la urbanización de los terrenos. No obstante, no 
es menos cierto que el criterio legal tenía un contenido bastante arbitra-
rio, por estar referido a unos costes que pueden presentar significativas 
diferencias, produciéndose la paradoja de que a menor coste de transfor-
mación, menor indemnización por la pérdida de expectativas urbanísticas 
cuando, al menos aparentemente, todo parece indicar que debería suce-
der lo contrario.

Señalar finalmente, en cuanto a la regulación de 1990-92, que se pro-
duce, por primera vez en nuestro sistema legal de valoraciones, un intento 
de reducir los valores de tasación en el suelo urbano, partiendo de la pre-
misa, que sin duda tiene su fundamento, de que también cabe considerar 
la existencia de expectativas urbanísticas en esta clase de suelo, en especial 
cuando en el mismo se prevean actuaciones de transformación, tal y como 
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se deduce de la limitación de la valoración de dichos suelos al 50% de su 
aprovechamiento urbanístico cuando se hubiere adquirido el derecho a 
urbanizar, elevándose dicho porcentaje al 100% cuando se hubiere adqui-
rido el derecho al aprovechamiento urbanístico6.

3.2.	 La valoración de expectativas en la legislación de 1998

La ley 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del suelo y valoraciones, 
así como su reforma operada por la Ley 10/2003 de 20 de mayo, contiene 
asimismo una regulación específica relativa a la valoración de las expec-
tativas urbanísticas, aunque con una perspectiva menos restrictiva que la 
prevista en la legislación de 1990-92. Así, en su redacción original, preten-
dió establecer una distinción entre el suelo urbanizable programado y el 
no programado, asumiendo la valoración conforme a su aprovechamiento 
urbanístico del suelo urbanizable programado y una equiparación del no 
programado con el suelo no urbanizable, a valorar por el método de com-
paración o, en su defecto, por las rentas reales o potenciales del suelo.

La escasa precisión de la regulación establecida, así como su contradic-
ción intrínseca con uno de los paradigmas más significativos de dicho texto 
legal, consistente en facilitar el desarrollo urbanístico, por la iniciativa pri-
vada, también del suelo urbanizable no programado, iniciativa que, hasta 
aquel momento, se situaba exclusivamente en sede pública, dio lugar a que 
la pretensión legal quedara prácticamente vacía de contenido.

A ello debe añadirse que la determinación, común para el suelo ur-
bano y urbanizable, conforme a la que la valoración, en defecto de va-
lores catastrales vigentes, debía establecerse de acuerdo con los valores 
de repercusión obtenidos por el método residual, provocó en la práctica 
una consolidación de la valoración de las expectativas urbanísticas, in-
cluso con valores superiores a los propios del suelo urbano, como conse-
cuencia de la frecuencia con que en suelo urbanizable, programado o no 
programado, se producía la inexistencia de valores catastrales vigentes y 
aplicables.

6	 Conforme a la legislación de 1990-92, se distinguían las referidas dos fases en el 
proceso urbanístico en cualquier categoría de suelo. El derecho a urbanizar se 
adquiría por la aprobación del planeamiento urbanístico que estableciera la orde-
nación detallada del suelo (artículo 24) y el derecho al aprovechamiento urbanís-
tico se hacía efectivo previo cumplimiento de los deberes de cesión y urbanización 
(artículo 26).
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El ejemplo más relevante de la insuficiencia y efectos de la regulación 
de 1998, así como, por qué no decirlo, de las resistencias de los tribuna-
les a establecer las valoraciones conforme al régimen urbanístico de los 
terrenos objeto de expropiación, puede encontrarse en la conocida juris-
prudencia sobre los sistemas generales “que crean ciudad”, que dio lugar 
a la aplicación de valores urbanísticos a suelos que ni tan solo tenían la 
clasificación como suelo urbanizable. Puede citarse, entre muchas otras, 
la sentencia del Tribunal Supremo de 12 de septiembre de 2008, en la que 
se establece que “la valoración como suelo urbanizable de terrenos destinados a 
sistemas generales, ya vengan clasificados como no urbanizables, ya carezcan de 
clasificación específica, procede en aquellos supuestos en que estemos ante sistemas 
generales que sirvan para crear ciudad, lo que en el supuesto de la vía de comunica-
ción es predicable de aquellas que integran el entramado urbano, pero no de las vías 
de comunicación interurbanas”7.

Sin duda a raíz y como respuesta al referido criterio jurisprudencial, 
se reformuló el criterio de valoración del suelo urbanizable mediante la 
citada Ley 10/2003, estableciéndose con toda claridad, en el nuevo apar-
tado 2 del artículo 27 de la Ley 6/1998 que “el valor del suelo urbanizable, no 
incluido por el planeamiento en los ámbitos a los que se refiere el apartado anterior y 
hasta tanto no se apruebe el planeamiento de desarrollo que establezca la legislación 
urbanística, se determinará en la forma establecida para el suelo no urbanizable, sin 
consideración alguna de su posible utilización urbanística”. Supresión por tanto 
de cualquier referencia a las expectativas urbanísticas en la valoración del 
suelo urbanizable no programado, en respuesta a la interpretación juris-
prudencial que se venía formulando, aunque mantenimiento de dicha va-
loración para el suelo urbanizable programado, en tanto que se mantuvo 
la regulación ya establecida anteriormente para dicha categoría de suelo8.

7	 Vid. Al respecto, a García-Álvarez García, G. En La valoración del suelo rústico des-
tinado a sistemas generales en Revista Aragonesa de Administración Pública, nº 25, 
2004, páginas 333 y siguientes.

8	 Pese a la claridad y contundencia de la nueva regulación, ello no impidió que se 
produjeran pronunciamientos contradictorios con la misma por parte de los Tribu-
nales, como es de ver en la sentencia del Tribunal Supremo de 21 de diciembre de 
2012 en la que se estableció el criterio de valoración como suelo urbanizable de un 
suelo no urbanizable expropiado para llevar a cabo un proyecto de implantación de 
un sistema general, indicando al respecto que: “la aplicación en estos términos de dicha 
doctrina no desconoce ni es contraria a los criterios que se establecen en el art. 25 LSV en su 
nueva redacción sino que, partiendo de ellos y del fundamento que los inspira, viene a aplicar-
los más allá de las previsiones formales del planeamiento, o en ausencia de las mismas, cuando 
es otra la realidad material de la situación en que se encuentran los terrenos expropiados”.
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4. EL NUEVO PARADIGMA VALORATIVO DE LA LEY DEL SUELO 
DE 2007

4.1.	 La valoración del suelo en función de su situación fáctica

La promulgación de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, actual-
mente integrada en el TRLSRU aprobado por el RDL 7/2015 de 30 de 
octubre, tuvo precisamente como uno de sus objetivos fundamentales el 
de formular un nuevo paradigma en relación con los criterios legales de 
valoración del suelo, especialmente en lo relativo a la valoración de las 
expectativas urbanísticas creadas por el planeamiento y que no hubieran 
sido objeto de materialización efectiva. Se previó, a tal efecto, eliminar del 
sistema de valoraciones el mayor valor derivado simplemente del acto pú-
blico de clasificación del suelo como urbanizable, lo que, como es sobrada-
mente conocido, constituye una prerrogativa pública a ejercer mediante la 
potestad de planeamiento, que es a la que corresponde determinar cuáles 
son los suelos, originariamente en situación rústica, susceptibles de incor-
porarse al proceso de transformación urbanística.

Es con esta finalidad que debe entenderse una de las novedades más sig-
nificativas de la Ley 8/2007, de suelo, que consistió en la renuncia expresa, 
que el legislador estatal efectuó, a la utilización, aunque solo fuera instru-
mental, del tradicional sistema de clasificación de suelo que, con diversas 
variaciones, ha venido configurando el sistema urbanístico español desde 
la primigenia Ley del suelo y ordenación urbana de 1956. Según indica la 
exposición de motivos del referido texto legal, la clasificación o categoriza-
ción del suelo es una técnica urbanística, por lo que no le corresponde al 
legislador estatal juzgar su oportunidad y además, “no es necesaria para fijar 
los criterios de valoración del suelo”9.

De conformidad con esta opción legislativa, las tradicionales referencias 
a las tres categorías clásicas de suelo, urbano, urbanizable y rústico o no 
urbanizable, fueron sustituidas, en el nuevo modelo, por la definición de 
dos situaciones básicas de suelo: el suelo rural y el suelo urbanizado. Tales 

9	 Sobre los nuevos criterios valorativos establecidos por la legislación de suelo de 
2007, vid. a Parejo Alfonso, L y Roger Fernández, G, en Comentarios a la Ley de 
Suelo, Iustel, Madrid 2007; Baño León, JM, en Las Valoraciones de Suelo, en Revista 
General de Derecho Administrativo nº 126, Iustel, junio 2007 y Jiménez Cisneros, 
F.J. en Régimen de las valoraciones en la Ley 8/2007, de 8 de mayo, de suelo, en El Nuevo 
Régimen del Suelo, Monografías de la Revista Aragonesa de derecho Público, 
Zaragoza 2007.
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situaciones pretenden la exclusiva consideración de la situación fáctica del 
suelo a los efectos valorativos, prescindiendo así, al menos aparentemente, 
de la incidencia que, a los referidos efectos, pueda tener la clasificación 
urbanística atribuida a dichos suelos.

Todo ello responde a la voluntad, expresamente planteada, de elimi-
nar cualquier incidencia derivada de la actividad administrativa de or-
denación urbanística en la determinación de las valoraciones del suelo, 
estableciendo como elemento de referencia la situación real del suelo 
objeto de valoración, y no lo que pueda llegar a suceder en él en vir-
tud de las previsiones del planeamiento urbanístico, recuperando así 
el paradigma establecido en el artículo 36 de la Ley de expropiación 
forzosa, conforme al que las tasaciones expropiatorias no han de tener 
en cuenta las plusvalías derivadas del plan o proyecto que da lugar a la 
expropiación. La coincidencia con el referido criterio contenido en la 
Ley de expropiación forzosa tiene aún más sentido si se observa que, 
al igual que ya sucedió con las leyes de 1990-92 y la Ley 6/1998, todos 
estos textos legales suprimen la artificiosa distinción de criterios legales 
de valoración del suelo en función de si se trataba de una expropiación 
urbanística o bien una expropiación ordinaria para otras finalidades no 
urbanísticas.

En definitiva, el nuevo sistema de valoraciones tiene claramente como 
objetivo evitar la valoración de las expectativas urbanísticas en el suelo ur-
banizable y, para ello, se establece una equiparación entre la valoración del 
suelo en situación rural incluido en ámbitos de transformación, esto es, el 
suelo urbanizable y la del suelo en situación rural permanente, esto es, el 
suelo rústico o no urbanizable no susceptible de transformación urbanís-
tica.

Tal equiparación presenta una indudable congruencia con el sistema 
de patrimonialización del aprovechamiento urbanístico sobre el que se es-
tructura la configuración del contenido del derecho de propiedad. Así, 
de acuerdo con una reiterada jurisprudencia, el aprovechamiento urba-
nístico derivado de la ordenación establecida por los planes únicamente 
se incorpora al patrimonio del propietario del suelo previo cumplimiento 
de los deberes urbanísticos y mediante la efectiva ejecución de la urbani-
zación y la edificación, de tal forma que una alteración de planeamiento 
que comporte la disminución o eliminación del referido aprovechamiento 
no confiere el derecho a obtener indemnización alguna si no se hubiere 
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procedido a la previa y efectiva ejecución urbanística dentro de los plazos 
establecidos10.

En este aspecto, la nueva legislación de 2007 estableció una regulación 
detallada de los supuestos indemnizatorios derivados de la privación de fa-
cultades urbanísticas, actualmente contenida en los artículos 38 y 39 TRL-
SRU11, instrumentándola mediante su identificación con las valoraciones 
urbanísticas, en confirmación de la naturaleza materialmente expropiato-
ria de dichas indemnizaciones, señalada acertadamente por Baño León12

Sin perjuicio de ello, no parece que tenga demasiado sentido que, en 
un proceso expropiatorio, la simple circunstancia de que un suelo esté 
incluido en un ámbito de transformación urbanística comporte una alte-
ración de su valor en detrimento del erario público, que deberá asumir tal 
incremento generado exclusivamente por una previa decisión administra-
tiva. Y, en congruencia con este criterio, el artículo 22.2 de la LS2007 (ac-
tualmente artículo 36.2 del TRLSRU) prohíbe expresamente que puedan 
considerarse, en la valoración del suelo rural, “expectativas derivadas de la 
asignación de edificabilidades y usos por la ordenación territorial o urbanística que 
no hayan sido aún plenamente realizados”.

La referida regulación presenta, no obstante, algunos problemas. Hay 
que señalar, en este sentido, la radical desigualdad en que pueden encon-
trarse los propietarios del suelo en función de cual sea la modalidad o 
sistema de ejecución del planeamiento. Así, si el planeamiento se ejecuta 
mediante la utilización de las técnicas de distribución de beneficios y car-
gas, con intervención o no de particulares no propietarios, los propietarios 
de suelo que participen en dicho proceso se apropiarán de las plusvalías 
derivadas de la ordenación urbanística, previo cumplimiento, como es ob-
vio, de los deberes legales inherentes al referido proceso de ejecución, tal y 
como lo confirma expresamente el artículo 26 de la Ley de Suelo de 2007.

Si, en cambio, la ejecución del planeamiento se lleva a cabo mediante 
el instituto de la expropiación forzosa, las plusvalías derivadas de la eje-

10	 Como muestra de esta consolidada doctrina jurisprudencial pueden citarse las 
sentencias del Tribunal Supremo de 12 de mayo de 1987 (Ar. 5255), 24 de julio de 
1990 (Ar. 6675), 12 de febrero de 1996 (Ar. 903), 6 de marzo de 1998 (Ar. 2491), 
9 de febrero de 1999 (Ar. 1878), 26 de noviembre de 1999 (Ar. 2000\1376), 3 de 
noviembre de 2004 (Ar. 6464), y 27 de junio de 2006 (Ar. 4754).

11	 Texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por el 
RDL 7/2015, de 30 de octubre

12	 En Derecho Urbanístico Común, op. cit., páginas 440 y siguientes
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cución de las previsiones del planeamiento urbanístico se incorporarán 
al patrimonio de la administración actuante, o su concesionario13, y ello 
con independencia de los usos urbanísticos previstos, lo que genera una 
desigualdad que difícilmente se compadece con el objetivo legal de garan-
tizar las condiciones básicas de igualdad en el ejercicio de los derechos y el 
cumplimiento de los deberes constitucionales relacionados con el suelo, ya 
que el contenido del derecho de propiedad se ve sustancialmente alterado 
mediante una simple decisión sobre la modalidad o sistema a utilizar para 
la ejecución del planeamiento14. 

Parece claro que tan radical desigualdad es de difícil encaje en la garan-
tía constitucional del contenido esencial del derecho de propiedad (art. 
53.1. CE), entendiendo por tal la necesidad de que la caracterización nor-
mativa de dicho derecho lo haga identificable en un momento social e 
histórico determinado, conforme al criterio hermenéutico formulado por 
el Tribunal Constitucional desde su Sentencia 11/1981, de 8 de abril15. 

Igual sucede en la hipótesis, perfectamente viable, de que se produzca 
una expropiación sectorial, esto es, aquella que no tenga por objeto la eje-
cución del planeamiento urbanístico, para la que también es de aplicación 
el nuevo sistema valorativo, lo que no impide a posteriori que la adminis-
tración expropiante participe con plenitud de derechos en un eventual 
proceso de ejecución del planeamiento en régimen de equidistribución de 
beneficios y cargas, tal y como se establece expresamente, para la Adminis-
tración General del Estado, en el nuevo artículo 190bis de la Ley 33/2003 

13	 Baño León, JM, en Las Valoraciones de Suelo, op. cit., considera inaceptable que la 
apropiación de plusvalías pueda producirse en favor de un particular concesio-
nario de la expropiación, aunque lo cierto es que la Ley no lo impide en ningún 
momento.

14	 En este sentido se han pronunciado también los tribunales en alguna ocasión, 
como es de ver, entre otras, en la Sentencia de 22-10-2015 del TSJ de Castilla La 
Mancha.

15	 Muestra de ello lo fue la Orden EHA/564/2008, de 28 de febrero, por la que se 
modifica la Orden ECO/805/2003, de 27 de marzo, sobre normas de valoración 
de bienes inmuebles y de determinados derechos para ciertas finalidades financie-
ras, en la que se establecen los supuestos de aplicabilidad de los Nuevos criterios 
de valoración derivados de la LS 2007, en el bien entendido que una aplicación 
generalizada de dichos criterios a los activos inmobiliarios de las entidades finan-
cieras podía comportar un significativo desequilibrio de sus balances. No obstan-
te, como es perfectamente conocido, este desequilibrio se acabaría produciendo, 
aunque no por razón del sistema de valoraciones, produciéndose una crisis devas-
tadora del sistema financiero español.
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del Patrimonio de las Administraciones Públicas, añadido a dicha ley en 
virtud del apartado segundo de la Disposición adicional cuarta de la Ley 
de Suelo de 2007.

4.2.	 La cuantificación de las expectativas urbanísticas en el suelo rural suscep-
tible de transformación

Pese a la voluntad expresa del nuevo sistema legal de determinar los 
criterios de valoración exclusivamente sobre la base de la situación fáctica 
de los terrenos, sin ninguna consideración a su posible utilización urbanís-
tica, se reconoce implícitamente la necesidad de valorar las expectativas o 
posibilidades derivadas de las previsiones del planeamiento urbanístico, tal 
y como es de ver en la regulación del supuesto indemnizatorio previsto en 
el artículo 38.2 TRLSRU para la privación de la facultad de participar en 
actuaciones de nueva urbanización.

Tal privación se produce inevitablemente en las actuaciones expropia-
torias sobre suelo rural susceptible de transformación, y se prevé por ello 
que debe ser objeto de la correspondiente valoración en sede expropiato-
ria cuando concurran los requisitos exigidos por el apartado 1 del referido 
artículo 38, consistentes en que los terrenos hayan sido incluidos en la 
delimitación de un ámbito de actuación y se den los requisitos exigidos 
para iniciar la actuación, que se impida el ejercicio de dicha facultad y que 
ello suceda dentro del periodo temporal previsto para la ejecución o, con 
posterioridad, si la ejecución no fue posible por causas imputables a la 
administración, así como que la expropiación no traiga causa del incumpli-
miento de los deberes inherentes al ejercicio de la facultad.

Parece claro que el indicado supuesto legal de indemnización de la fa-
cultad de participar en actuaciones de nueva urbanización concurrirá ine-
vitablemente en las actuaciones urbanísticas que se lleven a cabo median-
te el sistema de expropiación, en tanto que requieren la correspondiente 
aprobación del planeamiento detallado necesario para llevar a cabo tal ac-
tuación. En cuanto a las expropiaciones sectoriales, o aquellas urbanísticas 
que se lleven a cabo de forma aislada, la indemnización por privación de 
la facultad de participar será operativa únicamente cuando concurran los 
indicados requisitos legales, mientras que debe descartarse la aplicabilidad 
de la referida indemnización en aquellos supuestos en que la actuación 
expropiatoria tenga su causa en un incumplimiento de obligaciones urba-
nísticas.
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Asimismo, la privación de la facultad de urbanizar se produce también 
en aquellas expropiaciones que afecten a suelo clasificado como urbano 
pero que se encuentre en la situación fáctica de suelo rural, lo que se pro-
duce con una cierta frecuencia y ha sido confirmado por la jurispruden-
cia16.

En cuanto a la cuantificación de tal indemnización, la LS2007 estableció 
que esta debía ser el resultado de aplicar “el mismo porcentaje que determine la 
legislación sobre ordenación territorial y urbanística para la participación de la comu-
nidad en las plusvalías”, esto es, el porcentaje legalmente aplicable al deber de 
cesión gratuita de aprovechamiento urbanístico, o edificabilidad media pon-
derada en la terminología de la nueva ley, porcentaje que debe aplicarse a la 
diferencia entre el valor del suelo en su situación de origen y el valor que les 
correspondería si estuviera terminada la actuación (artículo 38.2 TRLSRU).

Así, cuando concurran los antes examinados requisitos legales, la va-
loración de un suelo rural incluido en un ámbito de transformación ur-
banística sujeto a expropiación debería establecerse añadiendo, al valor 
resultante de su situación como suelo rural, el valor que se deduzca de la 
aplicación del porcentaje de cesión previsto en la legislación urbanística 
(que con carácter general puede ser variable entre un 5 y un 15%, aunque 
se permite su reducción o incremento hasta un máximo del 20%, según lo 
establecido en el artículo 18.1.b del mismo texto legal), al valor final que 
le correspondería de haberse llevado a cabo su transformación por parte 
de sus propietarios. Obsérvese que el precepto legal se refiere exclusiva-
mente a la diferencia de valor del suelo que le correspondería si estuviese 
terminada la actuación, sin que se efectúe referencia alguna, respecto a 
dicha valoración, de una eventual deducción de los gastos de urbanización 
necesarios para obtener este valor final17. 

Como ya expuse en otro lugar18, no se alcanza a comprender cuál es la 
razón de fondo para establecer el comentado criterio porcentual de valora-
ción19. Constituye, en efecto, una cierta paradoja que, cuanto mayor sea el 

16	 Entre otras, así lo establece la sentencia del Tribunal Supremo de 21 de novembre 
de 2016.

17	 Vid. Al respecto, a Parejo Alfonso,L y Roger Fernández,G, en Comentarios a la 
Ley de Suelo, op. cit. páginas 304 y ss.

18	 El suelo en situación rural, en El Nuevo Régimen del Suelo, Monografías de la 
Revista Aragonesa de derecho Público, Zaragoza 2007, página 105.

19	 Obsérvese que, como se ha comentado anteriormente, algo similar sucedía con 
la valoración del suelo urbanizable en la legislación de 1990-92, cuando se refería 
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deber de cesión, mayor sea la retribución a percibir por la privación de la 
facultad de edificar, pudiéndose constatar, en cualquier caso, que el prin-
cipio general de exclusión total de elementos urbanísticos en la valoración 
del suelo rural sujeto a actuaciones de urbanización no es de aplicación 
general, al menos en aquellos casos, nada infrecuentes, en que la expro-
piación comporte la privación, al propietario del suelo, de la facultad de 
participar en una actuación de urbanización y tal privación reúna los requi-
sitos legalmente previstos para ser indemnizada, supuestos estos en que, en 
los términos expuestos hasta aquí, debemos entender que la legislación de 
2007 cuantificó la valoración de las expectativas urbanísticas.

4.3.	 La jurisprudencia constitucional sobre el sistema de valoración de las ex-
pectativas urbanísticas

El Tribunal Constitucional, en su primer pronunciamiento sobre la LS 
2007, emitido en la STC 141/2014 de 11 de septiembre, vino a ratificar la 
constitucionalidad del nuevo sistema valorativo que, como se ha observa-
do, reducía drásticamente la indemnización de expectativas urbanísticas, 
aunque no es menos cierto que contenía un significativo “aviso para nave-
gantes”, al señalar, en su fundamento jurídico noveno, que su pronuncia-
miento favorable al método de valoración del suelo rural establecido en los 
artículos 22 y 23 de la LS 2007 se efectuaba ciñéndose a los términos en los 
que el debate procesal ha quedado delimitado por las alegaciones de las partes, indi-
cando a continuación que la conclusión alcanzada no impedía pronuncia-
mientos ulteriores sobre dicho método de valoración, en aquellos casos en 
que su aplicación suscitara dudas de constitucionalidad, al amparo de lo 
establecido en el artículo 38 LOTC.

Sin perjuicio de este pronunciamiento, debe señalarse que fue preci-
samente en relación con el método de valoración del suelo rural que la 
referida STC 141/2014 declaró la inconstitucionalidad y nulidad del inciso 
“hasta un máximo del doble” contenido en el artículo 22.1.a) párrafo ter-
cero de la LS2007, inciso que precisamente limitaba hasta dicho máximo la 
posibilidad de incrementar el valor obtenido por el método de capitaliza-
ción de las rentas de explotación del suelo rural permanente en función de 
“factores objetivos de localización, como la accesibilidad a núcleos de población o a 
centros de actividad económica o la ubicación en entornos de singular valor ambien-

la valoración de las expectativas urbanísticas a un determinado porcentaje de los 
costes estimados de urbanización. 
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tal o paisajístico”. Consideró al respecto que dicho tope máximo fijo no se 
hallaba justificado y podía impedir una adecuada valoración debidamente 
equilibrada con el valor real del bien expropiado. Si bien parece claro que 
el supuesto de referencia no puede considerarse propiamente como de 
valoración de expectativas urbanísticas20, no podemos dejar de señalar la 
significativa coincidencia de alguno de los supuestos previstos en la norma, 
como la localización o accesibilidad, con los utilizados en la primigenia 
LS1956 para la valoración del valor expectante, examinados más arriba.

La regulación del sistema de valoración de las expectativas urbanísticas 
establecido por la LS2007, mediante el que se cuantificaba la privación de 
la facultad de urbanizar en conexión con el porcentaje de cesión de suelo 
con aprovechamiento, centró de nuevo la atención del Tribunal Constitu-
cional en su sentencia 218/2015, de 22 de octubre de 2015, dictada con 
motivo de una cuestión de inconstitucionalidad promovida por el TSJ de 
Castilla-La Mancha.

En dicha sentencia, tras reiterar el criterio establecido en la STC 
141/2014 consistente en que el valor económico de la facultad que in-
corpora el derecho de propiedad que se expropia, esto es, la facultad de 
urbanizar, no tiene que ser necesariamente un valor de mercado, sí insiste 
en que el criterio de valoración debe responder a criterios objetivos y jus-
tificados para ser congruente con la garantía constitucional derivada del 
33.3 CE, así como en que la compensación obtenida en su aplicación ha de 
guardar proporción con el valor real del bien.

A partir de estas consideraciones, contenidas en el fundamento jurídico 
5, concluye que la remisión, efectuada por la LS2007, al porcentaje de ce-
sión de aprovechamiento como criterio para cuantificar la indemnización 
por la privación del derecho a urbanizar “no guarda relación alguna con el va-
lor real de la facultad de la que se ve privado el propietario”, lo que lleva al TC a la 
anulación, por inconstitucional, de la referida previsión legal. Además de 
esta declaración, la STC destaca la incongruencia, ya comentada, en que 
incurre el precepto anulado, dado que, cuanto mayor sea el porcentaje 
de cesión exigible conforme a las previsiones de la legislación urbanística 
autonómica, el valor del suelo expropiado será mayor, mientras que dicho 
valor se verá disminuido cuando el porcentaje de cesión sea menor, lo que 
contrasta vivamente con el hecho de que el beneficio económico a obtener 

20	 Aunque así ha sido considerado por algunos autores, como de la Encarnación 
Valcárcel, AM, en Las expectativas en la valoración del suelo, en Revista Aranzadi de 
Urbanismo y Edificación nº 35/2015.
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por los propietarios, en caso de no verse privados de la facultad de urba-
nizar, operaría a la inversa, esto es, comportaría mayor beneficio cuanto 
menor fuera el deber de cesión.

Cabe concluir, en consecuencia, que, pese a los esfuerzos legislativos de 
los que hasta aquí se ha dado noticia, las expectativas urbanísticas, al menos 
las identificadas con la privación del ejercicio de la facultad de urbanizar, 
deben seguir siendo objeto de valoración, sin un referente normativo con-
creto, más allá del cumplimiento de las condiciones exigidas por el artículo 
38.1 TRLSRU para que surja tal derecho indemnizatorio, esto es, que no se 
haya iniciado la urbanización pero no se produzca un incumplimiento de 
los deberes de los propietarios afectados, entre los que está llamado a tener 
un papel especialmente relevante el relativo a los plazos previstos para el 
ejercicio de dicha facultad de urbanizar.

En definitiva, la declaración de inconstitucionalidad del artículo 38.2 
TRLSRU ha provocado un importante vacío normativo, no subsanado has-
ta la fecha por el legislador pese a haber transcurrido ya más de 2 años 
desde que se dictó dicha sentencia, quedando en manos de los Tribunales 
ordinarios la valoración de la indemnización por la privación de la facultad 
de urbanizar, en una dinámica de pronunciamientos caso por caso que, sin 
duda, no es la más deseable desde la perspectiva de la seguridad jurídica y 
que, al menos en este aspecto concreto, pude suponer un resurgimiento 
de la libertad estimativa prevista en el artículo 43.1 LEF, pese a la prohibi-
ción expresa de su aplicación en la valoración del suelo, establecida preci-
samente por la LS200721.

Muestra de ello lo constituye la Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de 
noviembre de 2017, en la que se confirma una sentencia del TSJ de Casti-
lla-La Mancha que valoró dicha privación en función del valor residual del 
suelo, considerando que la anulación del referido artículo 38.2 originaba 
la aplicabilidad del artículo 105 de la LS76 que, como se ha visto anterior-
mente, establecía dicho criterio de valoración para el suelo urbanizable 
programado, en defecto de valores catastrales vigentes22.

21	 Mediante su Disposición Adicional Quinta, que modificó el apartado 2 del artícu-
lo 43 LEF estableciendo que: 2. El régimen estimativo a que se refiere el párrafo anterior: 
a) No será en ningún caso de aplicación a las expropiaciones de bienes inmuebles, para la 
fijación de cuyo justiprecio se estará exclusivamente al sistema de valoración previsto en la 
Ley que regule la valoración del suelo.

22	 Puede citarse también la sentencia del TSJ de Galicia de 13 de enero de 2017 
que, a fin de valorar la privación de la facultad de urbanizar, se pronuncia en los 
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Pese a que el Tribunal Supremo no se pronuncia expresamente sobre 
la validez de dicho criterio, a nuestro criterio ciertamente cuestionable en 
cuanto pretende la reviviscencia de la previsión ya derogada de la LS76, sí 
que se lamenta amargamente sobre la situación creada, en los siguientes 
términos: “este Tribunal no puede silenciar la renuencia de nuestro Legislador de 
no atender el mandato implícito que hace la tantas veces citada sentencia del Tribu-
nal Constitucional, de haber puesto de manera inminente remedio a la declaración 
de inconstitucional que se hace por el Alto Tribunal, despejando las grandes dudas 
que genera el vacío normativo en que ahora se encuentran los propietarios de terrenos 
como los de auto, y, lo que es más relevante, la complejidad a que nos vemos some-
tidos los Tribunales de Justicia al examinar ese derecho, con una laguna legal que 
comporta una difícil integración, necesitada de grandes dosis de estudio y fijación de 
principios generales no siempre fácil de obtener y aplicar a las situaciones concretas 
que en los procesos se presentan, como evidencia el presente”.

La situación en que se encuentra la cuestión objeto de las presentes re-
flexiones es ciertamente inquietante, tanto desde el punto de vista de una 
adecuada regulación de la valoración de las expectativas urbanísticas como 
del propio principio de seguridad jurídica. A mi juicio, la raíz del problema 
se encuentra en el hecho de que, ante la voluntad expresa del legislador de 
2007 de desvincular la valoración del suelo en situación rural de cualquier 
expectativa de utilización urbanística, muy probablemente hubiera resulta-
do más congruente establecer una completa publificación de la capacidad 
de transformación urbanística del suelo, desvinculándola radicalmente del 
derecho de propiedad23.

En lugar de ello, hay que recordar que el artículo 13.2.c) TRLSRU in-
cluye, entre las facultades inherentes al derecho de propiedad, la de par-
ticipar en la ejecución de las actuaciones de nueva urbanización, lo que 
inevitablemente comporta el correlativo surgimiento del derecho a ser in-
demnizado por la privación de dicho derecho. Sucede, en definitiva, que 
la referida desvinculación entre propiedad y transformación urbanística, 
como medida para eliminar la valoración de las expectativas urbanísticas y, 

siguientes términos: “la Sala estima como adecuado a las circunstancias del caso recono-
cer una subida del justiprecio total por este concepto, desde los 19,84 euros ya dichos, hasta 
los 25 euros por m2, más el 5% como premio de afección, que es en la cuantía en que se fija 
definitivamente el justiprecio, con estimación parcial, por tanto de la pretensión ejercitada en 
estas actuaciones respecto del valor del suelo, en sustitución de los 15,10 euros reconocidos 
unitariamente por el Jurado”

23	 En la línea apuntada al respecto por Parada Vázquez, R. en Derecho Urbanístico 
General, Marcial Pons, Madrid, 2007, páginas 77 y siguientes.
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por tanto, los factores especulativos, en el régimen de valoración del suelo, 
difícilmente se compadece con el principio contenido en el artículo 47 de 
la Constitución que, al prever la participación de la comunidad en las plus-
valías que genere la acción urbanística de los entes públicos, presupone la 
apropiación mayoritaria de dichas plusvalías por parte de los propietarios 
del suelo. En este sentido, la gran crisis inmobiliaria de la última década 
invita a reflexionar seriamente sobre los problemas que genera un sistema 
urbanístico basado en la obtención de tales plusvalías, aunque ello excede-
ría del alcance del presente estudio.
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